Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi- EKGK 
Exp. Arbitral nº 19/2011

Arbitraje Cooperativo-BITARTU 

 Sras. X1 y X2 vs. Sra. ZZ

LAUDO

En Bilbao, a veintiuno de junio de dos mil doce.

JAE, Abogado en ejercicio, colegiado nº ….. del Ilustre Colegio de Abogados de Bizkaia, con despacho profesional en ……. y D.N.I. nº ………. nombrado árbitro en el expediente número 19/2011 en virtud de Resolución de fecha 27 de septiembre de 2011, del Presidente del Servicio Vasco de Resolución Extrajudicial de Conflictos en Cooperativas-BITARTU, del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada por las partes, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las mismas, exponiendo a continuación los siguientes

ANTECEDENTES

1 - Pretensiones de Dña. X1 y Dña. X2 
Doña X1, titular del DNI ……y Doña X2, titular del DNI ………………. (en adelante también “las hermanas XX” o “XX” simplemente), con domicilio a estos efectos en Bilbao (…..), presentaron solicitud de arbitraje ante el Servicio Vasco de Resolución Extrajudicial de Conflictos en Cooperativas-BITARTU, en fecha 22 de septiembre de 2011, lo que dio lugar al presente expediente arbitral. Posteriormente en su escrito de alegaciones de 16 de noviembre de 2011, completado por su escrito de conclusiones de 20 de junio de 2012, las XX manifestaron cuanto se  expone, de forma abreviada, a continuación:
Que ambas demandantes son socias trabajadoras de la cooperativa de trabajo asociado denominada LL S.COOP. constituida en noviembre de 2000 por las citadas XX, junto con Doña ZZ y su hija Doña ZZ1. Que el objeto social de la cooperativa es la gestión de un negocio de peluquería. Que la administración de la cooperativa, desde el su constitución, correspondió a la Administradora Única, Doña ZZ.  Que desde el año 2002, la sociedad tuvo dificultades para su desenvolvimiento normal por la mala avenencia de las cuatro socias trabajadoras llegándose a una situación de paralización de la actividad y situación de conflicto permanente por el enfrentamiento entre, las XX por un lado y Doña ZZ y su hija por otro. Que tras numerosos incidentes y  denuncias mutuas, se llega a la situación de procurar una solución amistosa del asunto y así, con fecha 20 de febrero de 2008 se formaliza ante el Notario de Bilbao, Don Antonio Martinez Lozano, acta de elevación a público de los acuerdos sociales adoptados por la Asamblea General de la cooperativa LL S.COOP. de fecha 1 de diciembre de 2004 y otra de fecha 15 de junio de 2005, en los que se adoptaban una serie de acuerdos entre los que destacan:
· Aprobación del Acuerdo de Disolución y Liquidación Arbitral

· Cese de la Administradora Única (Doña ZZ) y nombramiento de dos liquidadoras (Doña X1 y Doña ZZ1), junto con el Arbitro que sea designado por el Consejo Superior de Cooperativas

· Aprobación del cese de la actividad social.

· Apoderamiento a favor de las liquidadoras (firma mancomunada)
· Aprobación de la puesta a la venta del local de la sociedad

· Baja de las trabajadoras

Que posteriormente, las hermanas XX tuvieron conocimiento de que la Sra .ZZ había dispuesto de determinados importes de la cuenta corriente de IPAR KUTXA, propiedad de la cooperativa.  Al decir de las XX, la Sra. ZZ dispuso al menos de efectivo por importe de 683,93 € y adicionalmente extendió 4 talones cargados con fecha 13 de marzo de 2009 por importes de 8.793,20 €, 325,00 €, 9.318,75 € y 325,00 € (lo que en total suma 19.445,88 €) que fueron abonados en una cuenta del BBVA, cuya titularidad corresponde a Doña ZZy su esposo.
Que estas disposiciones efectuadas por la Sra. ZZ, según reclaman las demandantes, deben ser devueltas a la sociedad por dos razones: a) porque han sido efectuadas de forma irregular, por persona que no tenía facultad para ello, al haber sido destituida de su cargo de Administradora única por la Asamblea General de 16 de diciembre de 2004 y b) porque  han sido efectuadas en perjuicio  de la sociedad en liquidación y en beneficio propio de la Sra. Murguia, argumentando cantidades debidas por la sociedad, habiendo también cantidades pendientes de cobro por parte de las XX que estas no han podido cobrar. 

Que con fecha 6 de septiembre de 2011 se celebró acto de conciliación en BITARTU, en el que las XX solicitaron el reintegro de la cantidad citada (19.445,88 €) en las cuentas de la cooperativa, resultando no haber avenencia entre las partes. Que por lo anterior, interesan las demandantes su reposición, junto con los intereses de demora, esta vez mediante el presente procedimiento arbitral.
2 - Contestación de Doña ZZBlanca 
Por su parte, la demandada Doña ZZ (en adelante indistintamente ZZ), titular del DNI …………. con domicilio en ………………., contestó a la solicitud de arbitraje ante el Servicio Vasco de Resolución Extrajudicial de Conflictos en Cooperativas-BITARTU, mediante escrito de aceptación de arbitraje, contestación a las alegaciones y reconvención, de 22 de diciembre de 2011 así como en su escrito de conclusiones de fecha 21 de junio de 2012, en los que planteó sus argumentos que, también de modo sucinto, se resumen a continuación:

Manifiesta la demandada su disconformidad con los hechos expuestos por las XX, en los siguientes términos: Siendo cierto que las cuatro socias constituyeron la cooperativa LL S.COOP. en noviembre de 2000, el resto de hechos que relata la Sra.ZZ difieren notablemente de lo alegado por las demandantes. 
Expone la Sra. ZZ las razones que causaron la quiebra en al confianza mutua entre las socias y argumenta una serie de agravios supuestamente cometidos por las ahora demandantes, describe varios expedientes sancionadores instruidos contra las XX, por faltas sociales muy graves y, en lo que interesa a la causa principal del presente arbitraje, argumenta la Sra ZZ las razones para disponer de fondos de la cuenta IPARKUTXA, titularidad de la cooperativa. En concreto, alega la Sra. ZZ su deber, como Administradora, de atender a determinados pagos por deudas vencidas, liquidas y exigibles, tales como:
· Préstamo hipotecario concedido por IPARKUTXA 

· Seguros Sociales del RETA de las cuatro socias

· Impuestos periódicos, como IVA o Impuesto sobre Sociedades

· Facturas pendientes de proveedores

· Nóminas y Seguros Sociales del personal contratado

· Gastos Generales

Relata la Sra. ZZ los requerimientos de pago efectuados entre los años 2003 y 2005 a las XX para recabar fondos para poder hacer frente a dichos pagos y la negativa de estas a colaborar con el sostenimiento de los gastos propios de la actividad. Reivindica, en definitiva la Sra. ZZ ostentar un crédito contra la cooperativa por pagos realizados con fondos particulares, por cuenta de la cooperativa, como justificación para las disposiciones realizadas. 
En concreto, justifica y desglosa la Sra. ZZ los importes dispuestos, uno por uno, con sus respectivas contrapartidas correspondientes, ya sean sueldos devengados y no pagados por LL S.COOP. ya gastos corrientes no atendidos por la cooperativa por falta de fondos, ya impagos de las aportaciones supuestamente comprometidas por las XX. Por todo lo cual, la demandada solicita no se estimen por parte de este Arbitro, las pretensiones de restitución manifestadas por las XX, si no es en el contexto de la liquidación general de la cooperativa.
En cuanto a la facultad para realizar dichas disposiciones, la Sra. ZZ alega su condición de Administradora única, toda vez que los acuerdos sociales de 16 de diciembre de 2004 y 15 de junio de 2005, de disolución y liquidación y nombramiento de liquidadoras, protocolizados ante Notario, nunca fueron inscritos por el Registro de Cooperativas de Euskadi, lo que privó de eficacia a los mismos.

Adicionalmente, Doña ZZ demanda en Reconvención contra las hermanas XX, en reclamación de todos los importes abonados con cargo al patrimonio personal de la Administradora, demanda que asciende a un importe total de 42.520,99 € (para ser abonados por mitades iguales partes entre las XX, según solicita la demandada en su reconvención), además de otros 2.180,38 € que se reclaman de Doña X1 y 2.857,88 € que se reclaman de Doña X2, todo ello más sus correspondientes intereses de demora. 

Dado traslado del escrito de reconvención a la parte demandante, esta respondió mediante escrito de fecha 4 de mayo de 2012, reiterándose sucintamente en los argumentos ya expuestos en la demanda y ratificando la petición expuesta en dicho escrito de demanda.
3 - Prueba practicada

Se ha practicado y tenido en cuenta por este árbitro, toda la prueba documental aportada por las partes (Escritura de constitución, Estatutos sociales de la cooperativa, comunicaciones entre socias, cartas y comunicaciones, justificantes de pago, liquidaciones, registros contables, facturas,  etc.)

Asimismo, se realizaron los interrogatorios de Doña X1 y Doña X2 por un lado y Doña ZZ por otro,  propuestos por las partes en sesión celebrada el día 21 de mayo de 2012 en la sede del  Servicio Vasco de Resolución Extrajudicial de Conflictos en Cooperativas-BITARTU, si bien el interrogatorio de Doña ZZ tuvo que ser interrumpido poco antes de su finalización por problemas de salud de la interrogada, no obstante lo cual, el árbitro que suscribe considera suficientes las respuestas facilitadas por la Sra. Murguía, hasta el momento de la suspensión, a efectos de poder dictar el presente Laudo, como a continuación se dirá.
A la vista de los antecedentes expuestos, el Arbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero - Sobre la competencia arbitral del Consejo Superior de Cooperativas, facultades de Árbitro y procedimiento arbitral 

El Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi se halla facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 145.2.f) de la vigente Ley 4/1993, de 24 de Junio de Cooperativas de Euskadi. 

Por Resolución de 5 de Septiembre de 2000, del Presidente del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, publicada en el BOPV de 26 de Septiembre de 2000, se nombró Arbitro del Servicio de Arbitraje Cooperativo a quien suscribe, siendo designado para el conocimiento del expediente arbitral 19/2011, en la Resolución del Presidente del Servicio Vasco de Resolución de Conflictos en Cooperativas-BITARTU, de fecha 27 de septiembre de 2011.
Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Reglamento sobre procedimientos de Resolución de Conflictos en las Cooperativas Vascas, de 3 de Septiembre de 2004, aprobado en la sesión plenaria del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi de fecha 15 de Julio de 2004 y publicado en el Boletín Oficial del País Vasco el día 21 de Septiembre de 2004. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de Diciembre, de Arbitraje.

Segundo - Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje

Las hermanas XX  solicitaron la celebración del presente arbitraje mediante escrito dirigido al Consejo Superior de Cooperativas, de fecha 22 de septiembre de 2011, petición que se fundamenta en el sometimiento arbitral establecido en la disposición final segunda de los Estatutos sociales de la cooperativa, que ordena que las cuestiones litigiosas entre los socios y la cooperativa se resuelvan por el arbitraje del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi.
Aceptado a trámite el arbitraje por Resolución del Presidente del Servicio Vasco de Resolución de Conflictos en Cooperativas-BITARTU, de fecha 27 de septiembre de 2011 y seguido el trámite oportuno, se dio traslado a la parte demandada, Doña ZZ de las pretensiones concretas formuladas por las XX y esta aceptó tácitamente el presente arbitraje toda vez que contestó en fecha 22 de diciembre de 2011 al escrito de demanda previamente formulado por las demandantes.
Habida cuenta que la disposición final segunda de los Estatutos sociales no especifica la modalidad de arbitraje y que las partes no han optado expresamente por el arbitraje de equidad, se tramita el mismo como Arbitraje de DERECHO, en aplicación de lo establecido en el artículo 34.1º de la Ley 60/2003 de 23 de diciembre de Arbitraje y artículo 13-Dos del Reglamento Arbitral de BITARTU.
Tercero - Sobre la petición de restitución que formulan las XX
Las pretensiones de las XX,  que dieron lugar al inicio del presente arbitraje, se centran en solicitar la restitución, por parte de Doña ZZ, de la suma de 19.445,88 €, importe que ha quedado suficientemente acreditado fue dispuesto por la Sra. ZZ. Las razones que justifican esta petición, según se puede leer en el escrito de conclusiones de las demandantes son dos: a) porque han sido efectuadas de forma irregular, por persona que no tenía facultad para ello, al haber sido destituida de su cargo de Administradora única por la Asamblea General de 16 de diciembre de 2004 y b) porque  han sido efectuadas en perjuicio  de la sociedad en liquidación y en beneficio propio de la Sra. ZZ, argumentando cantidades debidas por la sociedad, habiendo también cantidades pendientes de cobro por parte de las XX que estas no han podido cobrar.  Analizaremos de forma separada ambos argumentos:

a) Sobre las facultades de la Sra. ZZ, para disponer de los importes
Discrepan las partes sobre una cuestión que, al parecer de este árbitro, es fundamental para la resolución del conflicto de intereses que se le plantea mediante el presente arbitraje, a saber: determinar si Doña ZZ es (o lo era en aquel momento) Administradora única de la cooperativa LL S.COOP., pues de ello se concluirá si tenía facultades legítimas para efectuar las disposiciones dinerarias que son objeto del presente pleito.
Para responder a esta cuestión se debe tener presente que el acuerdo social adoptado por la Asamblea General de la cooperativa, de fecha 16 de diciembre de 2004, protocolizado ante el Notario de Bilbao, Don Antonio Martinez Lozano, mediante el que se decide disolver y liquidar la sociedad, se cesa a la Administradora única (Doña ZZ) y se nombra dos liquidadoras, fue presentado a inscripción ante el Registro de Cooperativas del País Vasco y asimismo fué rechazada su inscripción mediante Resolución del Director de Economía Social del Departamento de Justicia, Empleo y Seguridad Social, de fecha 14 de marzo de 2006. Dichos acuerdos, en definitiva, nunca han sido registrados por razones que, si bien se explican en la contestación a la demanda (número par de liquidadoras nombradas, etc.) ahora no urge comentar.

A este respecto, resultan de aplicación, cuanto menos, el artículo 44 de la Ley 4/1993 de Cooperativas de Euskadi que determina que el cese por cualquier causa de los Administradores solo surtirá efectos frente a terceros desde su inscripción en el Registro de Cooperativas, lo que asimismo se trascribe en el artículo 39 de los estatutos sociales de la cooperativa. En la misma línea argumental, el artículo 90 de la Ley de Cooperativas recoge que el nombramiento de liquidadores no surtirá efectos frente a terceros, hasta su inscripción en el Registro de Cooperativas.

A la vista de lo anterior, se puede afirmar que, siquiera frente a terceros, era Doña ZZ quien ostentaba la condición de Administradora de la cooperativa, siendo ella la responsable última de la gestión del negocio y la única persona facultada para disponer de las cuentas bancarias y obligada a atender puntualmente los pagos necesarios para la gestión de la cooperativa. 
Parece pues que, sin perjuicio de lo que a continuación se dirá, la Sra. ZZ actuó en principio facultada por su condición de Administradora y cumplió con su deber de atender a los pagos propios del negocio.

b) Sobre el perjuicio generado a la cooperativa por razón de dichas disposiciones.
La segunda razón para pedir la restitución, se fundamente en el perjuicio causado a la cooperativa LL S.COOP.  por las disposiciones efectuadas por la Sra.ZZ.

Esta segunda cuestión resulta menos sencilla de resolver. En principio y continuando con el argumento esgrimido en el párrafo a) anterior, resulta creíble que Doña ZZ, ante la aparente falta de aportaciones económicas de las XX, necesarias para sufragar los gastos propios del negocio (aspecto este no negada por la parte demandante en su turno de contestación a la reconvención), se podría haber visto obligada, actuando de forma responsable y en ejercicio de su cargo, a hacer frente a los gastos propios de la actividad del negocio mediante desembolsos a su propio cargo. De hecho, a lo largo de su profusa respuesta a la demanda, la representación de la Sra. ZZ consigue justificar suficientes razones y contrapartidas económicas que justifican dichas disposiciones. 
Sin embargo, la respuesta a esta segunda cuestión no puede abordarse de forma rigurosa,  sin reparar, con rigor contable, en el contexto global de la liquidación de la cooperativa, pues habida cuenta el derecho de compensación de los créditos que una parte esgrime contra la otra, resultaría necesario primero identificar la cuantía real de cada uno de los créditos para poder establecer el saldo final de dicha compensación, lo que pasa por liquidar necesariamente la cooperativa de forma global.
Cuarto.- Sobre la situación real de disolución de la cooperativa
A este respecto, se debe reflexionar sobre el alcance, no ya frente a terceros, sino entre las partes, de los acuerdos sociales de 16 de diciembre de 2004 y 15 de junio de 2005, sobre disolución y liquidación de la cooperativa.

Independientemente de la ausencia de eficacia frente a terceros de dichos acuerdos, por mor de su falta de inscripción registral, según ordena la Ley, es indudable la eficacia entre las partes (entre las socias en definitiva), de dichos acuerdos protocolizados ante Notario en febrero de 2008.  La mayor prueba de dicha eficacia es la realidad de los hechos, reconocidos por ambas partes: la actividad cooperativizada ha cesado hace ya por lo menos 7 años. 

En este contexto de disolución “de hecho” de la cooperativa, por acuerdo adoptado por las socias y ejecutado por la realidad de los acontecimientos, resulta evidente la necesidad de proceder a la liquidación de la sociedad, lo que se ha intentado hacer mediante el nombramiento de un tercer liquidador por parte del Servicio Vasco de Arbitraje Cooperativo, procedimiento que no fructificó finalmente. Esta  circunstancia de ausencia de liquidadores está prevista en el artículo 90. 2º de la Ley de Cooperativas que ordena a los administradores a solicitar del Juzgado de Primera Instancia, el nombramiento de un liquidador si, transcurridos dos meses desde la disolución, no se hubiera producido el nombramiento de liquidadores. Agotada la vía arbitral, como lo ha sido, para el nombramiento de liquidadores, no habría impedimento procesal para acudir a la vía judicial a tal fin.

Quinto.- Sobre las reclamaciones de cantidad cruzadas entre las partes y su encuadre en un contexto de liquidación de la cooperativa. Y sobre el principio de congruencia procesal.
Una vez afirmado lo anterior y nos centramos en las peticiones concretas de las partes. Por un lado, las XX solicitan de la Administradora que reponga 683,93 € que dispuso de efectivo y adicionalmente el importe de otros 4 talones cargados con fecha 13 de marzo de 2009 por importes de 8.793,20 €, 325,00 €, 9.318,75 € y 325,00 € (lo que en total suma 19.445,88 €). A lo que la Sra. ZZ responde justificando y desglosando los importes dispuestos, uno por uno, con sus respectivas contrapartidas correspondientes, ya sean por sueldos devengados y no pagados por LL S.COOP. ya gastos corrientes no atendidos por la cooperativa por falta de fondos, ya impagos de las aportaciones supuestamente comprometidas por las XX. 
Adicionalmente, Doña ZZ demanda en Reconvención contra las XX, en reclamación de todos los importes abonados con cargo al patrimonio personal de la Administradora, demanda que asciende a un importe total de 42.520,99 € (que deberán ser abonados por mitades iguales partes entre las XX, según solicita la demandada en su reconvención), además de otros 2.180,38 € que se reclaman de Doña X1 y 2.857,88 € que se reclaman de Doña X2, todo ello más sus correspondientes intereses de demora. 

El cruce de reclamaciones que se acaba de enumerar trae causa y es consecuencia, al decir de las partes, de un sinfín de operaciones, gastos y contrapartidas económicas que constituyen la esencia de los registros contables de la cooperativa, a la que este Arbitro no ha tenido acceso, por vigencia del principio de congruencia procesal. Así, las reclamaciones mutuas,  solo pueden ser interpretadas y entendidas, de un modo cabal, en el contexto de liquidación necesaria de la sociedad que se ha descrito en el fundamento jurídico Cuarto. En este sentido, como se ha dicho ya, no puede abordarse de forma rigurosa, la respuesta de las peticiones concretas formuladas por las partes, abstrayéndose del contexto global de la liquidación de la cooperativa, pues habida cuenta el derecho de compensación de los créditos que una parte esgrime contra la otra, resultaría necesario primero identificar la cuantía real de cada uno de los créditos para poder establecer el saldo final de dicha compensación, lo que pasa por liquidar necesariamente la cooperativa de forma global. 

Habida cuenta que la liquidación de la cooperativa excede del ámbito objetivo señalado por las partes para el presente procedimiento arbitral y dada la prohibición que impone la Ley de Arbitraje al árbitro de entrar a conocer aspectos no formulados por las mismas, so pena de nulidad del Laudo arbitral, no cabe entrar a dilucidad el fondo de la cuestión económica en la que trae cauda la petición de reposición o reclamación de cantidad, debiendo limitarse el presente Laudo a responder a las peticiones expresamente formuladas por las partes.
En este sentido, debemos ratificar lo dicho en el fundamento jurídico tercero, a saber, que  debe considerarse que Doña ZZ ante la aparente falta de colaboración financiera de las XX (no negada por estas en su turno de contestación a la reconvención) actuó de forma responsable haciendo frente a los gastos, en su condición todavía de Administradora única, facultada para realizar dichas disposiciones y adicionalmente, ha sido capaz de justificar, a lo largo del presente arbitraje, las razones y contrapartidas económicas que justifican dichas disposiciones. 

Por todo lo cual, en opinión del árbitro que suscribe, no procede exigir a Doña ZZ el reintegro de 19.445,88 € al patrimonio cooperativo, no al menos de forma autónoma aislada, prescindiendo del contexto global de liquidación general de los activos y pasivos de la cooperativa disuelta, como se pretende por parte de las demandantes, XX, lo que justifica la desestimación de la pretensión de estas.
Con los mismos argumentos, se debe desestimar la petición de reconvención formulada por Doña ZZ, remitiéndose su resolución definitiva al necesario proceso de liquidación que, previo nombramiento de liquidadores, por mandato legal, debe impulsar ella misma.

Sexto.- Sobre las costas en el presente procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 51 del Reglamento sobre procedimientos de resolución de conflictos en las cooperativas vascas del Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, el presente arbitraje es gratuito para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro.

Por último, para la sustanciación del presente procedimiento, el árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral, lo que se pone de manifiesto a los efectos previstos en el artículo 51-Dos del Reglamento Arbitral.

A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos jurídicos expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.- Que DESESTIMO la petición formulada por Doña X1 y Doña X2, contra Doña ZZ, sobre reintegro de 19.445,88 € por las razones expuestas en los fundamentos Tercero, Cuarto y Quinto del presente Laudo.
SEGUNDO.- QUE DESESTIMO la petición formulada, en reconvención, por Doña ZZ contra  Doña X1 y Doña X2, conjuntamente, sobre reintegro por importe total de 42.520,99 €, además de otros 2.180,38 € que se reclaman de Doña X1 y 2.857,88 € que se reclaman de Doña X2, todo ello más sus correspondientes intereses de demora, por las razones expuestas en los fundamentos Tercero, Cuarto y Quinto del presente Laudo.
TERCERO.- El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Arbitro se refiere.

Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría del Servicio Vasco de Resolución de Conflictos en Cooperativas- BITARTU, y contra el mismo cabe interponer la acción de anulación prevista en el artículo 48 del Reglamento sobre Procedimientos de Resolución de Conflictos en las cooperativas vascas, y asimismo en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003 de 23 de Diciembre, de Arbitraje

En Bilbao, a 21 de junio de 2012.
JAE
Arbitro de BITARTU
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